Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 


Damos la bienvenida a los representantes de PLENADI, Plenario Nacional de 
Organizaciones de Personas con Discapacidad. 


Como estamos en épocas ajetreadas, sin más les damos la palabra. 
SEÑORA RUMI.- Agradecemos que nos hayan recibido en la tarde de hoy. 


Soy la Secretaria General de PLENADI, es decir, del Plenario Nacional de Organizaciones de 
Personas con Discapacidad. El Plenario funciona desde hace veintiséis años, aunque podríamos decir 
que existe desde hace mucho tiempo más; lo cierto es que desde hace veintiséis años estamos 
constituidos y tenemos personería jurídica. En aquel momento, el Plenario estaba conformado por todo 
tipo de asociaciones, abarcaba a todo tipo de discapacidades y se dividía en instituciones “de” y en 
instituciones “para”. Las instituciones “de” eran aquellas conformadas en su directiva, mayormente, con 
personas con discapacidad. Quiere decir que si había once personas en la directiva, seis o más tenían 
que ser personas con discapacidad. Esa era una de las inquietudes que siempre tuvo el PLENADI en 
el sentido de que se representara a la propia persona. Por otro lado, las instituciones “para” eran todas 
aquellas que trabajaban con las personas con discapacidad. Este era el caso de la Escuela Roosevelt 
y lo digo porque está presente el señor Senador Antía, cuyo padre fue presidente de la asociación 
durante mucho tiempo y a quien quisimos mucho, al igual que a Consuelo. Estas instituciones “para” 
tenían voz pero no tenían voto. Durante mucho tiempo, el PLENADI funcionó de esta forma. 


En el año 1982 se dicta una ley relativa a la Sociedad Uruguaya de Rehabilitación, que 
después se transforma en la Ley N* 16.095, que también involucró al PLENADI. Precisamente, hoy 
estamos aquí para plantear algunas inquietudes que están relacionadas con este tema. La Ley N* 
16.095 fue confeccionada tomando en cuenta todos los actores que tenían que ver con esta 
problemática. Quizás esa norma tenga algunas carencias -por ejemplo, no contempla lo relativo a la 
informática, aunque en aquel momento prácticamente no se conocía esta temática- pero tanto nosotros 
como quienes integran hoy la Comisión Nacional Honoraria -especialmente, la doctora Rosario 
Lagarmilla- pensamos que es una joya. Fue por ello que nos sentimos muy inquietos cuando se 
propuso derogarla y sustituirla -tal como dice su último artículo- y así se lo planteamos, en su 
oportunidad, al señor Senador Long. 


Nuestra preocupación radica en que quienes concurrieron en nombre de este nuevo 
movimiento son representativos de su propia discapacidad, pero no de todas, como sí lo es PLENADI. 
Esta organización ha involucrado -a lo largo del tiempo y a partir de la elaboración de esta ley- a los 
pacientes psiquiátricos y a sus familiares; a las Asociaciones Down; incluso, antes de Confederarse en 
la FUAP -Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de Personas con Capacidades Diferentes- 
los padres formaron parte de PLENADI -y algunos todavía siguen involucrados- y no debemos olvidar a 
las personas sordas y a las ciegas. Todas estas instituciones elaboraron esta ley. 


Por lo tanto, insisto, nos parece extraño que no estén contempladas las inquietudes y 
necesidades reales de esas personas. Nos preocupa también que la poca accesibilidad y recursos con 
que cuentan las personas con discapacidad hace que muchos queden afuera. 


Por otra parte, mientras en el Senado se votaba un artículo aditivo para la Ley N* 16.095 -por 
lo menos, fue lo último que supimos- nos llegó una convocatoria política que nos asustó. Se trata de 
un proyecto de ley sustitutivo proveniente de la Cámara de Representantes. Como PLENADI sólo 
percibe $ 14.000 mensuales para funcionar, evidentemente, sus recursos son pocos y no pudimos 
disponer de demasiado dinero para hacer aclaraciones sobre el tema ante la prensa, pero hicimos lo 
que pudimos. De todos modos, queremos que los señores Legisladores vean lo que se nos hizo llegar 
junto a un nuevo proyecto de ley sustitutivo. 


En definitiva, no entendemos nada y, entre otras cosas, no comprendemos por qué se vota lo 
relativo a los Talleres Protegidos, tema sobre el cual les dejaremos algunas apreciaciones. ¿Por qué 
los señores Senadores se refieren a la Ley N* 16.095 y, por otro lado, surge un proyecto de ley 
proveniente de la Cámara de Representantes que la deroga? 


Sin duda, hay otros temas a los que quisiera aludir, pero a ellos harán referencia mis 
compañeros. Mi inquietud radica en que los señores Senadores conozcan la convocatoria a ese acto 
que se realizó, más precisamente, en Dieciocho de Julio y Beisso. No importa el color político, porque 
PLENADI jamás lo tuvo; todos los “colores” fueron invitados a los encuentros nacionales, pues 
creemos que esta es una causa de la propia sociedad. Precisamente, como nos mortifica muchísimo 
solicitamos la entrevista. 


SEÑOR TRUCCO.- En primer lugar, quisiera agradecer a los señores Senadores por habernos 
recibido. 


El proyecto de ley votado por la Cámara de Representantes el pasado 27 de agosto tiene 
antecedentes: en junio de 2007 el Senado votó un proyecto de ley, cuyo antecedente anterior sería el 
elaborado por el Ingeniero Ruperto Long, y si nos remontáramos más atrás nos encontraríamos con la 
Ley N* 16.095. Esos serían los antecedentes que están jugando en estos momentos. 


Siempre hemos dicho -y lo recalcamos- que cuando el o los Estados elaboran nuevas 
políticas sobre la temática de las personas con discapacidad y su entorno económico-social, deben ser 
consultadas las instituciones que las agrupan. Para probarlo contamos con elementos suficientes, 
desde Naciones Unidas hasta la última Convención Internacional para los Derechos de las Personas 
Discapacitadas, que nuestro Gobierno aprobara en noviembre del año pasado y fuera ratificada en 
febrero de este año. Creo que ahora está por aprobarse en este Senado el Protocolo Anexo a la citada 
Convención. 


Debo decir que en el año 2005 elaboramos un informe y en el año 2007, a raíz de la 
aprobación de este proyecto sustitutivo, concurrimos a la Cámara de Diputados y mantuvimos 
conversaciones con el Presidente de ese momento, el señor Representante Enrique Pintado, y sus 
asesores, a quienes les dimos nuestra opinión sobre el proyecto que había venido del Senado. A su 
vez mantuvimos otros contactos, porque aspirábamos a que esto fuera modificado y tuviéramos la 
oportunidad de ser invitados para hablar sobre el tema, pero sorpresivamente, a fines de agosto, 
sucedió lo que informó la Secretaría General. Tuvimos oportunidad de contar con un ejemplar del 
proyecto, que recibimos el 24 de agosto, pero la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado -que 
es la que formula y ejecuta- no lo recibió, lo que para nosotros es muy grave. 


Pudimos leer la documentación que se nos hizo llegar y encontramos -lo habíamos observado antes, 
pero ahora se ratifica- diversas diferencias, y quisiéramos plantear sugerencias de supresiones o 
modificaciones. Vamos a dejarles a los señores Senadores unos ejemplares que contienen información 
sobre nuestro punto de vista con relación al proyecto de ley aprobado en agosto por la Cámara de 
Diputados. 


Quiero agregar que la Ley N* 16.095 contó con el trabajo de varios de nosotros. En plena 
dictadura estuvimos elaborando nuestra propuesta, denominada Sistema de Integración Social de las 
Personas con Discapacidad. Para ello celebramos varias sesiones en el Hospital de Clínicas, en la 
Sala Surraco, con representantes de la Sociedad Uruguaya de Rehabilitación -SUR- y elaboramos un 
proyecto. Llegado el momento, nos dijeron que nosotros éramos los interesados, los protagonistas, y 
que el proyecto era nuestro, por lo que nosotros debíamos elevarlo. Lo primero que hicimos cuando se 
reanudó la democracia, al mes de que el Parlamento iniciara sus actividades, fue presentarnos en este 
ámbito -concurrió gente en sillas de rueda, personas con bastones, ciegos- para tratar de entregar la 
propuesta, cuyo articulado, en gran parte, está contenido en la Ley N* 16.095, que se aprobó en 
octubre de 1989. 


Pensamos que los señores Senadores deben conocer el contenido del informe que ahora 
presentamos, más allá de que, como se nos dijo, el proyecto de ley haya sido aprobado en la Cámara 


de Representantes por consenso, puesto que a veces el consenso es relativo, porque si la Comisión lo 
aprueba, el Plenario lo vota por consenso sin profundizar demasiado. Por esa razón, reitero que los 
señores Senadores deberían leer este pequeño y humilde trabajo que hemos entregado, que contiene 
nuestro parecer sobre lo que se debe modificar, más allá de considerar que no debe ser derogada 
nuestra Ley, la N* 16.095, que es lo que establecen este proyecto y el anterior. 


SEÑORA BLANES.- En primer lugar quiero decir que soy la Secretaria de Documentación de 
PLENADI, y en segundo término aclarar que no concuerdo con lo que acaba de expresar mi 
compañero en el sentido de que se trata de un trabajo humilde; por el contrario, considero que es un 
trabajo muy importante, que todos quienes lo realizamos somos honorarios, y que hemos dejado 
nuestras casas e incluso nuestras tareas para poder llevarlo adelante, como la compañera, que en este 
momento está en horario de trabajo, o el señor Trucco, que es quien atiende nuestra sede, aunque en 
realidad no tenemos un lugar determinado porque nos han ido desalojando. 


Disculpen la digresión, pero quería realizar este comentario. 


Analizando el articulado, observamos que en el artículo 1? se establece la nueva integración 
de la Comisión Honoraria, que pasaría de seis a trece miembros, y se le agregan facultades. Quisiera 
que los señores Senadores sepan qué es lo que está pasando en la Comisión Honoraria. Hace dos 
meses que los delegados oficiales no participan, algunos porque han renunciado, y otros, como la 
doctora Lagarmilla, porque pasaron a ocupar algún cargo y sus suplentes fueron solo una o dos veces. 
Reitero que en este momento no hay ni un delegado oficial que esté participando de las reuniones de 
la Comisión. Los cuatro lugares que tiene PLENADI son ocupados por delegados de las instituciones 
de discapacitados, y no fueron adjudicados en forma caprichosa, sino que responden al estudio 
realizado por los Ministerios integrantes, que resolvieron darle cuatro lugares a PLENADI, dos a la 
Federación de Padres y uno a la Coordinadora de Ciegos. Lo real en este momento es que los 
Gobiernos pasan y los que siempre estamos a la hora de comienzo de las sesiones de la Comisión 
somos las personas con discapacidad. Yo no tengo ninguna discapacidad pero por veintiocho años 
tuve un hijo que sí la tuvo y si hubiera podido habría dado la vida por él. 


En otro capítulo de la ley observo que se dice que a la madre o al padre de un chico 
discapacitado se le darían seis meses de licencia, pero sin goce de sueldo. ¡Parecería que se los está 
castigando! Creo que habría que darles la libertad de decidir; no se le puede decir a una persona que 
tiene un hijo discapacitado que por seis meses no trabaja, pero tampoco cobra. Cualquier persona que 
tenga un hijo discapacitado les podrá decir los enormes costos que apareja a una familia; entonces, no 
lo podemos castigar. Esto es de Perogrullo. 


Podríamos mencionar muchas otras observaciones, pero todo figura en el informe, por lo que 
en este momento sólo queremos agradecerles por darnos la oportunidad de plantear nuestro punto de 
vista. Créannos que el estudio que hicimos fue exhaustivo, artículo por artículo. No tenemos ninguna 
duda de que la Ley N* 16.095 necesita aditivos y mejoras; todo es perfectible. Pero establecer un 
premio con dinero a la discapacidad es lo peor que se puede hacer. Esta hermosa señora que tenemos 
al lado sale de su casa a vender a un puesto ubicado en Ocho de Octubre y Larravide, llueva o truene, 
y camina dieciséis cuadras con su silla de ruedas. ¿Qué premio le vamos a dar? El premio es el 
ejemplo de vida que da, porque tuvo un hijo discapacitado y su marido también lo es. No podemos 
decirle que no va a trabajar seis meses ni a cobrar su sueldo. 


SEÑORA RUMI.- Creo que lo que hay que definir, porque no está muy claro, es que la Ley N* 16.095 
es una cuestión de derechos y no de dádivas generosas. Entonces, cuando me dicen que se va a dar 
un premio por trayectoria, quiero ver a quién se lo van a dar, porque la vida de cada uno de nosotros ha 
tenido muchas vicisitudes, como seguramente las ha tenido la de los señores Senadores y quizás se 
merezcan un premio más que nosotros. Entonces, me parece que hay que borrar la referencia al 
premio en el día de hoy, porque es vergonzoso. 


En cuanto a las entraditas al teatro, creo que aquí lo que hace falta es preparar a la gente para que 
trabaje, pueda ir al teatro y pueda tener su asistente de vida, porque se lo permite esta sociedad y le da 
trabajo. Eso es lo digno, y no que me regalen entradas al teatro. Quiero poder pagármelas, tener mi 
trabajo y que me abran las posibilidades laborales, formándome como necesito. En el día de hoy las 


instituciones que se formaron para luchar por ejercer sus derechos están cumpliendo con un rol del 
Estado y, lamentablemente, no lo pueden desarrollar tan bien. Es cierto que el Estado apoya esas 
instituciones, con la ley presupuestal, pero nosotros hemos tenido que asumir roles para los cuales no 
estamos formados. Entonces, creo que hay que tomar otro camino. Sinceramente, me siento horrible 
cuando me dicen que me van regalar una entradita al teatro para mí y para un acompañante, o cuando 
un Diputado nos dice: “Ustedes en mi empresa pueden ponerse a vender boletitos”. Tenemos una 
arquitecta y una docente en el grupo; no se trata de eso, sino de calificar en la formación a las 
personas para que realmente puedan acceder a los puestos de trabajo. Rechazo que me utilicen como 
una causa de una parte minoritaria de la sociedad que está compuesta por las personas con 
discapacidad, porque si me quiero embanderar, me embandero yo misma. 


Pienso que la Ley N* 16.095 puede tener algún aditivo, como ha ocurrido, a lo largo de la historia, con 
las leyes que nos han compensado. Pero creo que no corresponde que cambien la ley de esta manera. 
En primer lugar tienen que hablar con las personas con discapacidad, y después sí podemos buscar 
entre todos cómo podemos mejorar su situación. Les pido por favor que no me humillen regalándome 
una entrada para el teatro. No sé si logran entender lo que quiero decir. Si no puede comprarla, será 
como cualquier persona pobre, que no lo puede hacer porque no logró obtener un buen trabajo. Quizás 
no entiendan lo que quiero decir, pero espero que sí. 


SEÑORA CASSANI.- Soy Secretaria de Coordinación de PLENADI y, dado que mis compañeros ya 
hablaron bastante sobre el proyecto, me voy a referir a la discapacidad y a lo importante que es 
consultar a la persona con discapacidad. Se debe tener en cuenta a la persona discapacitada, porque 
no todas las discapacidades son iguales. 


Quiero contarles que mi esposo y yo nos casamos sabiendo que asumíamos una gran 
responsabilidad, porque los dos éramos discapacitados, aunque nunca pensamos que una mueca del 
destino nos iba a dar un hijo con una parálisis cerebral muy severa, que solo le permitía expresarse a 
través de sus ojos. Tal vez algunos recuerden la campaña que hizo la Escuela Horizonte en la que 
estaba Vicky, una niña que pintaba con los pies, y un niño que se expresaba con los ojos; ese era mi 
hijo, que falleció a los 17 años. Si vivir en este país es caro para una persona normal, imaginen lo que 
será para un discapacitado, que necesita el triple de dinero que una persona sana; y nosotros éramos 
tres. No me da vergúenza decir que, menos robar, hicimos de todo para poder criar a nuestros hijos. 
Incluso, hicimos el famoso contrabando hormiga porque con lo que acá comprábamos el alimento para 
una semana, en el Chuy nos alcanzaba para todo el mes. Lo cierto es que pudimos salir adelante y 
criar a nuestros hijos. Desgraciadamente perdimos al mayor, con 17 años. 


Quiero resaltar lo importante que es consultar todas las discapacidades, como reúne 
PLENADI. Por más que se trate de técnicos preparados -no digo que no aporten mucho- a veces no 
saben lo que le sucede a la persona con discapacidad. En 1988, cuando mi hijo tenía alrededor de 
cinco años, el BPS estaba haciendo una revisión de quienes cobrábamos pensiones por discapacidad, 
y nos visitó una asistente social del BPS, que quería ver cómo vivíamos. En ese entonces nosotros 
vivíamos en una casa que tenía un dormitorio -el nuestro- cocina, baño y un ambiente grande que 
funcionaba como comedor y donde habíamos puesto las camas de los niños, en ángulo, porque no 
teníamos otro espacio. La señora nos tomó todos los datos y me dijo que le parecía que nos iban a 
tener que sacar la pensión del niño -les cuento esto para que vean que muchas veces las personas no 
ven la dimensión del problema, aunque se trate de una asistente social capacitada- ante lo que le 
pregunté por qué y me dijo que en el barrio había familias en cuya casa dormían cinco personas en un 
mismo dormitorio. Le respondí que en nuestro caso no era así porque considerábamos que los niños 
no debían dormir en el dormitorio y por eso hicimos un esfuerzo para que cada uno tuviera su cama. 
Me dijo que en otra casa dormían de a dos por cama, pero lo que sucede es que nosotros nos 
planificamos y tuvimos solo dos hijos; si hubiésemos tenido cinco, habríamos tenido que estar 
durmiendo uno arriba del otro. Eso depende de la cabeza de la persona. Ante la posibilidad de que me 
quitaran la pensión del niño, le recordé que él necesita pañales, pomada para que no se lastimara y 
una persona que le diera de comer en la boca porque, además, tenía una madre discapacitada. 
Después de que expuse toda nuestra problemática, la muchacha se puso tan nerviosa que me 
preguntó si podía ir a consultar a los vecinos, a lo que le respondí que sí, que podía ir a golpear a 
cualquier puerta para darse cuenta de la problemática por la que atraviesa una familia con 
discapacidad. A la media hora nuevamente llamó a mi puerta y me dijo: “Disculpe señora, pero me 
puse tan nerviosa que me olvidé de hacerle firmar el documento”. 


También en otra oportunidad, cuando una médica vino a atenderme a mi casa, dijo: “Esta 
señora tiene que estar en una casa de salud”. Si así hubiera sido, me habrían quitado todos los 
derechos de tener una familia y criar a mis hijos. De aquí la importancia, cuando se elabora una ley, de 
tomar contacto directo con el involucrado. 


Si bien como integrantes de APRI estábamos muy acostumbrados a tratar con lisiados y con 
personas con discapacidad, cuando tuvimos a Fernando con parálisis cerebral recurrimos al Instituto 
Interamericano del Niño a escuchar las charlas que se daban sobre el tema, porque no teníamos 
conocimiento de la enfermedad. Dado que todas las discapacidades son diferentes, queremos que en 
la ley esté involucrada la persona que realmente la sufre, pues nadie más que ella puede exponer lo 
que necesita. 


Finalmente, quiero decir que en su momento quisieron sacar muchos de los pases libres para 
ómnibus, argumentando que quienes pueden caminar no los necesitan. Ahora, una persona como yo, 
¿necesita pase libre? Respondo que no; al contrario, nosotros somos los que menos los necesitamos 
porque somos quienes menos utilizamos el ómnibus. Sin embargo, tenemos necesidad de contar con 
una camioneta. Entonces, el que necesita el pase libre es una persona como mi esposo o como 
Graciela, para poder cargar a los niños, bolsas, etcétera. Quizá el técnico no vio el tema desde esta 
perspectiva. 


Por lo tanto, aspiramos a que en la ley se contemple -como ocurre en PLENADI- a todas las 
personas que padecen diferentes discapacidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho su presencia y las opiniones vertidas en este 
ámbito. 


Si los señores Senadores me permiten, quisiera hacer un comentario, no sobre el detalle, 
sino sobre el concepto general. 


Esta Comisión ha venido tratando este tema desde hace mucho tiempo, con enorme cuidado 
y respeto. Quienes estamos aquí -apenas una parte de la Comisión- somos simplemente algunas de 
las personas que están vinculadas, por una razón u otra, al tema desde hace varias décadas. La 
Cámara de Senadores ha venido analizando este tema desde hace casi dos años y ha contado con la 
participación de mucha gente. Ahora bien, cuando hablamos de consenso, no aludimos solo al 
consenso entre los parlamentarios con sus diferentes opiniones -porque muchos de los temas son 
opinables- sino también entre los Ministerios involucrados -que son varios- y el Banco de Previsión 
Social, cada uno de ellos con su visión. Podríamos decir que en torno a esta cuestión hay muchas 
visiones, más las que tienen las organizaciones vinculadas al tema de la discapacidad en el Uruguay. 


Quiero recordar que en ocasión de hacer la presentación del primer borrador sobre el tema, 
en el Salón de Fiestas, tratamos de restarle todo el carácter político que pudiera tener. En ella 
participaron, por un lado, el señor Senador Larrañaga y, por otro, el señor Nin Novoa, y quien explicaba 
en qué consistía el proyecto de ley, uno de los integrantes de la Mesa, era una persona que ustedes, 
en particular, y todos nosotros queremos muchísimo. Me refiero a Luis Meseguer. Él trabajó mucho en 
ese proyecto original y varios de los capítulos son obra suya, aunque más adelante recibieron 
modificaciones y algunos ajustes. Yo tengo los originales guardados, aquellos que fueron elaborados 
en tiempos en los que nos reuníamos en su casa. 


Creo que, por diferentes razones, el espíritu que debe prevalecer es el siguiente. 


La persona discapacitada posee todos los derechos, como cualquier ser humano, pero la sociedad 
tiene que apoyar -como corresponde- en la medida que le sea posible, con ideas variadas como, por 
ejemplo, con el acceso al trabajo, a la cultura, en fin, sobre diversos temas, pero aclaro que ninguno 
está pensado con espíritu diminutorio, sino de ayuda. A lo largo de todos estos años hemos podido 
observar que a medida que la persona discapacitada posea pequeñas ayudas, tira abajo las barreras y 
se integra plenamente, tal como debe ser. 


Quiero decir -no a título personal, sino en nombre de mis colegas que no se encuentran 
presentes acá- que en todo momento hemos dedicado tiempo a este proyecto de ley y cabe aclarar 
que, como es obvio, existen varias opiniones sobre cualquier artículo y, cuando se logran armonizar, 
se adoptan tendencias distintas. Reitero que hemos elaborado esta iniciativa con la convicción de que 
este es un tema muy importante para la sociedad, tanto cuantitativa -si se tratase de pocas personas, 
sería igual- como cualitativamente. La sociedad debe involucrarse en este tema y tratar de proteger 
esos derechos de la mejor manera posible. Por supuesto, estaremos sujetos a juicio como todos los 
representantes parlamentarios, pero reitero que el espíritu con que trabajamos aquí fue este, como 
creo que también lo fue el de la Cámara de Representantes, donde hubo personas que tomaron muy 
en serio el tema. Una vez más, reitero que cada uno tiene su opinión y que a veces los temas son 
polémicos, pero no se ha tratado este tema a la ligera ni por cumplir, sino que se ha hecho con mucho 
cuidado. 


SEÑORA BLANES.- Por supuesto, señor Senador, hace bien en defender su camiseta, pero nosotros 
tenemos que defender la nuestra que, en realidad, no es solo nuestra porque -tal como dijimos- de 
alguna manera estamos todos colocados en la vida. 


Esta bien, señor Senador, lo que usted señala, su ley fue estudiada, pero al modo de un 
“barajá y vamos”. Concretamente me refiero a los artículos que van desde el 49 al 67, referidos a que 
la madre no cobre sueldo. ¿Esto fue pensado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, nos referimos al padre, madre o tutor, es decir, a la persona que 
tenga a cargo al niño en esa etapa. El razonamiento realizado -debido a que nos lo trasladaron 
diversas personas y asociaciones vinculadas al tema- fue que para las personas con cierto tipo de 
discapacidad la proximidad de la madre o persona cercana en estos primeros meses es muy 
importante. Por supuesto que esto es además de la licencia reglamentaria. En este tema no logramos 
acuerdo, unos sostuvimos una posición y otros, otra. En definitiva, lo que se agregó fue una licencia 
obligatoria -es decir, que tiene que ser concedida- pero no hubo acuerdo en la obligatoriedad del pago 
a esa persona aunque se puede introducir más adelante, pero no es sustitutivo, sino aditivo de la 
licencia normal. Lo único que le asegura es que pueda tener esa proximidad sin que la persona tenga 
un problema en su trabajo. 


SEÑOR TRUCCO.- Cito el ejemplo de una pareja en que ambos trabajen, tengan su primer hijo y 
nazca con problemas severos. Entonces, se otorga a la madre o al padre la licencia legal y, después, 
se le puede dar una licencia sin goce de sueldo. Aquí vemos que los ingresos de ese núcleo familiar - 
que ya cuenta con sus gastos y al que se le agrega este problema- se reducen en un 50%. Por esa 
razón, nos extrañó muchísimo que se incluyera ese punto, porque para nosotros no tiene explicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos ha quedado clara la posición y las opiniones que se han expuesto, y 
agradecemos la presencia de nuestros invitados, así como la información y el material que nos han 
brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de PLENADI) 


(Ingresa a Sala la delegación del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia 
Doméstica) 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión del Senado da la bienvenida a la 
delegación del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica, que hoy nos visita 
para darnos su opinión sobre el proyecto de ley que tenemos a estudio. 


Dejamos en uso de la palabra a la señora Carmen Beramendi. 


SEÑORA BERAMENDI..- La visita que estamos realizando a esta Comisión se enmarca en uno de los 
cometidos que tiene nuestro Consejo, que fue creado por ley en el año 2002. Precisamente, la ley 
establece las competencias de este Consejo, que está integrado por instituciones públicas, tales como 
el Instituto Nacional de las Mujeres, los Ministerios del Interior y de Salud Pública, el Instituto Nacional 


del Niño y Adolescente del Uruguay, la Administración Nacional de Educación Pública, el Congreso de 
Intendentes y la Asociación Nacional de Organizaciones no Gubernamentales, que ha designado la 
Red Uruguaya de Lucha contra la Violencia para que represente a la sociedad civil en este Consejo, y 
el Poder Judicial. 


Esta es, básicamente, la composición del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la 
Violencia Doméstica. 


El informe completo de lo actuado en el año 2008 será entregado a todos los señores 
Senadores; por lo tanto, no haremos referencia a todo su contenido. Sí queremos decir que en esto de 
la integración nos parece importante mencionar que, además de los organismos que el proyecto de ley 
propone y declara que obligatoriamente deben integrar este Consejo, participan en carácter de 
invitados, y de manera permanente, el Banco de Previsión Social y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En el día de hoy vamos a cumplir, fundamentalmente, con el objetivo de presentar ante el 
Parlamento el Informe anual de cumplimiento de las actividades, haciendo mención a los nudos, a las 
dificultades que encontramos, así como a los desafíos para el futuro. Entonces, dentro de los 
cometidos del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica se incluye el de 
asesorar al Poder Ejecutivo en todo lo que tiene que ver con esta materia, velar por el cumplimiento de 
la ley y contribuir al establecimiento de los planes nacionales y departamentales de lucha contra la 
violencia, así como también el de crear respuestas de manera descentralizada, formando Comisiones 
departamentales o regionales. 


El Informe que estamos presentando está enmarcado dentro del cumplimiento del Plan 
Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica que fue implementado a partir del año 2005, con un 
gradualismo en las acciones. Hoy queremos compartir el estado de situación y los avances logrados en 
2008. Aclaro que hay cosas en las que ya hemos avanzado más que lo que se detalla en el Informe, 
porque éste se remite, específicamente, al año 2008. Su proceso de elaboración se realizó a través de 
una pauta y una tipo grilla de actividades y de compromisos que cada uno de los organismos tiene en 
relación a este plan. Esto se distribuye entre los organismos y son ellos -esto es, los que están 
representados en este Consejo- los que aportaron los insumos que estamos entregando en este 
Informe. Los organismos que presentaron información fueron: el Instituto de las Mujeres, los Ministerios 
del Interior y de Salud Pública, la Administración Nacional de Educación Pública, el Instituto del Niño y 
el Adolescente del Uruguay, el Congreso de Intendentes. Quiero aclarar que no tuvimos información 
referente al Poder Judicial debido a que resultó dificultoso lograr su permanencia en el año 2008 a lo 
largo del desempeño del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica, 
situación que fue bastante distinta en los años anteriores, donde tuvo una participación más activa. 
Esto fue discutido por todos los Organismos, incluso por el Poder Judicial. Por tanto, el informe es del 
Consejo y lo hemos dividido en los respectivos capítulos del Plan, que informaremos brevemente, 
referentes a los avances del mismo en los cinco objetivos que tiene planteados. 


El primer objetivo es el de la promoción de derechos y prevención de violencia y a él va a 
referirse Mariana Durán, quien es representante en el Consejo Consultivo de la ANEP. 


Quisiera aclarar que, si bien cada integrante representa a un Organismo en especial, al 
presentar el informe lo hará en tanto Consejo, por lo que aludirá a las actuaciones en conjunto. 


SEÑORA DURÁN.-- El primer objetivo específico del Plan Nacional es el de la promoción de derechos y 
prevención de violencia doméstica. En cuanto a esto, jerarquizamos un par de actividades que se han 
llevado a cabo y que nos parecen muy importantes. En primer lugar, se realizaron acciones de 
sensibilización, tanto en los medios masivos como en otros, en cuanto a promover el respeto a los 
derechos, a la justicia, a la vida libre de violencia, condenando prácticas y costumbres que tengan que 
ver con la violencia doméstica. Cabe destacar que estas actividades de sensibilización están dirigidas 
tanto al público en general como a los funcionarios específicos de los Organismos. En cuanto a las 
dirigidas al público en general, jerarquizamos las actividades de sensibilización y de prevención 
coordinadas por Inmujeres, INAU, Ministerio de Salud Pública, Intendencia Municipal de Canelones, 
Intendencia Municipal de Montevideo, que han elaborado materiales de difusión, como folletería, 


afiches, dípticos, spot radiales, stickers y han llevado a cabo talleres, jornadas y demás, en particular 
en relación al Día Internacional de No Violencia contra la Mujer, que se recuerda el 25 de noviembre de 
cada año, con actividades que tienen un alcance local, pero pensadas con un impacto a nivel nacional. 


En lo que tiene que ver con las actividades dirigidas a los funcionarios, cabe destacar que 
todos los Organismos estatales han realizado acciones de sensibilización, lo cual es muy importante. A 
su vez, Inmujeres, INAU y las Intendencias de Montevideo y Canelones han realizado actividades 
dirigidas a funcionarios de otros Organismos públicos y operadores sociales. 


Con respecto a las acciones del Consejo Nacional Consultivo en su conjunto, jerarquizamos 
dos de las mismas. Una de ellas tiene que ver con el encuentro del Consejo Nacional Consultivo con 
algunos responsables de los medios de comunicación, para abordar la forma de tratamiento de esta 
temática a nivel de la opinión pública, frente a determinadas preocupaciones que teníamos como 
Consejo. Otra actividad que nos pareció muy importante fue el lanzamiento de la campaña uruguaya 
Varones Unidos por el Fin de la Violencia Hacia las Mujeres, que se realizó el 26 de noviembre del año 
pasado por parte del Consejo Nacional Consultivo. Esta acción estuvo dirigida a todos los hombres 
uruguayos, en particular a aquellos que tienen lugares de decisión o de poder, para que de alguna 
forma expresaran su voluntad a través de un sitio web y de una dirección en la que se puede firmar y 
dar el apoyo. 


Otro objetivo específico es el de la formación y capacitación permanente en recursos 
humanos. Aquí también podemos señalar algunas actividades como las más importantes que realizó el 
Consejo en 2008. Algunas estaban dirigidas a programas de formación y capacitación para operadores 
sociales y profesionales de organismos públicos y de organizaciones de la sociedad civil. Estos 
programas fueron desarrollados por parte de todos los organismos integrantes del Consejo Nacional 
Consultivo a lo largo del año pasado. 


Por otro lado, está el desarrollo de programas de capacitación, también a funcionarios 
públicos, pero para intervenir en temas de violencia doméstica o para abordar la implementación de 
protocolos de actuación en esta materia. En este sentido, se han implementado una serie de protocolos 
en distintas instituciones estatales de cómo hacer la atención en situaciones de violencia doméstica, lo 
cual implica la sensibilización y la forma de abordaje. El Ministerio de Salud Pública implementó en 
forma coordinada con otras instituciones la guía de abordaje de situaciones de violencia hacia las 
mujeres para el primer nivel de atención de salud. El Ministerio del Interior, por su lado, formuló la guía 
de procedimientos policiales en los casos de violencia doméstica. La ANEP realizó actividades de 
capacitación en relación al mapa de ruta en situaciones de maltrato y abuso sexual. El INAU elaboró, a 
través del SIPIAV, el protocolo de intervención para situaciones de violencia doméstica de niños, niñas 
y adolescentes. La Intendencia Municipal de Montevideo capacitó a todos los nuevos funcionarios en 
género, derechos, violencia doméstica y acoso sexual laboral. Además, esto se incluyó, como 
capacitación permanente, en la currícula de las escuelas departamentales y de la Escuela Nacional de 
Policía. 


SEÑORA FARAONE -- Me voy a referir al abordaje en crisis, atención, tratamiento y rehabilitación. Esto 
tiene que ver con la institucionalización del abordaje, es decir, cómo coordinamos las actuaciones entre 
todos los institutos y Ministerios que tienen que ver con este tema, para actuar mancomunadamente y 
de la misma forma, de manera que haya criterios compartidos y que se articulen entre sí. Al respecto, a 
nivel de la salud, se han creado equipos de atención de violencia doméstica a todos los niveles y se ha 
establecido como obligatorio que tanto los servicios públicos como los privados brinden atención a 
mujeres que están en situación de violencia doméstica. Asimismo, se implementó el Sistema Nacional 
de Protección a la Infancia y Adolescencia contra la Violencia, el SIPIAV, presidido por el INAU e 
integrado por el Ministerio del Interior, ASSE Ministerio de Salud Pública- el MIDES y ANEP. Es de 
destacar que este emprendimiento cuenta con el apoyo de UNICEF, el PNUD y diferentes ONG. 


Por otra parte, se creó un Departamento de Violencia Doméstica en la Dirección de Derechos 
Humanos de la ANEP y se va a elaborar un protocolo de atención que incluya al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en convenio con el Instituto Nacional de las Mujeres, en el 
que se propone la atención a las mujeres que han sido víctimas de violencia y que están en proceso de 


salida de esa situación, brindándoles una solución habitacional que les permita salir de esto de la mejor 
manera posible. 


Por otro lado, se han establecido servicios de atención integral especializada para personas 
que están viviendo situaciones de violencia doméstica, por parte de Inmujeres -que presta servicios 
en siete departamentos del país- del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
-reitero- que brinda soluciones habitacionales; del INAU, a través de refugios en Montevideo y 
Canelones para la atención a las víctimas de violencia doméstica y sus familias; del Ministerio del 
Interior, que posee 30 unidades especializadas en violencia doméstica; del Ministerio de Salud Pública, 
por medio de estos equipos de referencia, y de las Intendencias, tanto la de Montevideo como las de 
Canelones y Maldonado. También se están elaborando protocolos y guías de actuación que unifican 
los criterios de intervención, lo que fue nombrado hace unos instantes. 


SEÑORA HERRERA.- Pertenezco a la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual. 


La compañera que me precedió en el uso de la palabra se olvidó de mencionar el teléfono. 
Esta es la primera política pública que tiene este país en relación con la violencia doméstica. El número 
de teléfono es el 0800 4141 y este año se sumaron ANCEL y MOVISTAR, por lo que ahora se puede 
acceder a este servicio marcando en el celular el asterisco seguido de los números 4141. Remarco 
esto porque, además, es un servicio que brinda la Intendencia a nivel de todo el país, y como red 
creemos que es una política que hay que tratar de reforzar porque es un referente permanente para 
todas las mujeres. No puedo dejar de mencionar que recibimos alrededor de 5.500 llamadas anuales 
de mujeres que consultan sobre estos temas. 


En esta oportunidad me corresponde hablar de las articulaciones y las acciones del trabajo 
en red, por lo que tal vez no estuvo mal comenzar mi exposición mencionando el teléfono, que en los 
hechos es parte del trabajo en red, ya que lo gestiona una ONG -Plemuu- que integra la Red Uruguaya 
contra la Violencia Doméstica y Sexual. 


En primer lugar, debo decir que ya se han instalado Comisiones Departamentales a las 
cuales hizo referencia la compañera- en todos los departamentos del país, con excepción de 
Montevideo, no porque esté omiso, sino porque inicialmente se había considerado que no era 
necesario, pues en el marco del segundo Plan de Igualdad funciona una Mesa de Coordinación 
Interinstitucional sobre el tema de la violencia. No obstante, se ha decidido que este año se constituya 
la Comisión Departamental de Montevideo, completando así el conjunto de los departamentos, cuyas 
Comisiones enfrentan mayores o menores niveles de dificultad. En todo caso, las compañeras harán 
luego referencia a los desafíos que quedan por delante, pero al menos formalmente, están todas 
instaladas. 


Por su parte, el Consejo Nacional Consultivo ha realizado dos Encuentros Regionales 
durante el año 2008, justamente para contactarse con las compañeras del conjunto de Comisiones del 
interior. Este año también se están realizando, pero como muy bien se ha dicho aquí, hemos 
concurrido a dar cuenta de lo realizado hasta ahora y no de lo que estamos haciendo este año. 


También se consolidó el SIPIAV -tema al que ya aludió una compañera, por lo que no voy a 
reiterarlo yo- y en cuanto a la creación de los Equipos de Violencia Doméstica y Salud, debo decir que 
están funcionando en todas las instituciones públicas y privadas, y en este momento se está 
requiriendo que se capacite o exija mayor sensibilidad al respecto. 


Estos son los puntos sobre los cuales se está trabajando, intentando articularlos en red. 


Para finalizar, voy a hacer una acotación: precisamente en virtud de ese trabajo en red, como 
sociedad civil sería muy bueno que la próxima vez no haya solo mujeres de este lado de la mesa. 


SEÑORA PONTE.- Mi nombre es Elena Ponte y concurro en representación del Congreso de 
Intendentes. 


La última línea de trabajo que tiene marcado este Consejo a través de lo que es el Plan de 
Lucha contra la Violencia Doméstica tiene que ver con la creación de Sistemas de Información, 
Seguimiento y Evaluación continua del Plan. Esto ha sido una preocupación constante del Consejo y 
de las instituciones que lo integramos, y en el año 2008 hemos podido concretar el comienzo de una 
articulación entre los distintos sistemas de información vinculados a la temática de la violencia 
doméstica, que son aquellos pertenecientes al Observatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad 
del Ministerio del Interior. Cabe destacar que el Ministerio de Salud Pública también se encuentra 
integrado y está en proceso de instalación de un Observatorio de Violencia y Salud. No debemos dejar 
de mencionar el Sistema de Información de Violencia Doméstica de Inmujeres, el Sistema Nacional de 
Información Institucional de Violencia Doméstica, el SIPIAV -que dispone de un “software” para poder 
monitorear la atención de violencia en su Programa- y la Intendencia de Montevideo a través del 
registro de las consultas y de las llamadas recibidas en el 0800 4141. 


¿Por qué decimos que es muy importante? Porque aquí se unen dos aspectos que deben ser 
complementarios y no contradictorios: respetar la privacidad y el anonimato de las mujeres que realizan 
las consultas, pero al mismo tiempo optimizar los servicios que se ofrecen desde distintos ámbitos del 
Estado. Por eso creemos que contar con un sistema de información que garantice una debida 
articulación va a ser realmente importante para poder establecer un diagnóstico más cercano, detectar 
las situaciones y realizar un verdadero seguimiento de ruta de las mujeres en lo que respecta al 
abordaje del tema de la violencia doméstica en sus propias vidas. 


Si bien en este momento el desarrollo es incipiente, esperamos que se vaya consolidando, y 
en ello hemos puesto mucho énfasis. 


Finalmente, queríamos dejar sentadas algunas de las dificultades -lo pueden ver en el 
informe- que encontramos en la implementación de este Plan Nacional de Lucha contra la Violencia 
Doméstica, esfuerzo importante que realizó nuestra sociedad para abarcar el tema. 


Una de ellas tiene que ver con la dificultad de encarar campañas masivas de sensibilización, 
de difusión pública, por el alto costo de los medios de comunicación. Si bien ha habido esfuerzos 
desde algunos ámbitos, se nos hace muy difícil sostener esas campañas en el tiempo. 


Otro de los factores que creemos que deberían tener una atención particular dentro de la 
currícula educativa es la inclusión del tema de la violencia doméstica a todos los niveles, y me refiero 
tanto a la prevención como a la sensibilización. Sabemos que se llega más fácilmente cuando se 
sensibiliza a través de todo el sistema educativo, pero todavía son muy elementales los esfuerzos que 
se hacen, y generalmente responden al interés de algunos actores específicamente sensibilizados 
dentro del sistema. Nos parece fundamental la formación -especialmente a nivel universitario- de los 
profesionales vinculados con esta temática, como son los médicos, abogados, sicólogos, trabajadores 
y trabajadoras sociales y comunicadores. Entendemos que debería haber un enfoque 
institucionalizado, a fin de que no dependa de la voluntad de alguno de sus actores. 


Otra de las problemáticas que nos parece que debería ser atendida es la insuficiencia de los 
servicios de atención creados. Como decíamos, en Montevideo tenemos servicios que proporciona la 
Intendencia Municipal de Montevideo, y otros se ofrecen desde la sociedad civil; hay varias 
Intendencias que los han desarrollado, así como también el Instituto Nacional de las Mujeres, pero son 
insuficientes frente a la magnitud de la problemática. Seguramente ustedes la conocen por los informes 
que ofrece en forma mensual -o bimensual- el Ministerio del Interior, pero eso es lo que tiene que ver 
con denuncias, lo que no abarca todas las situaciones de violencia doméstica, puesto que hay 
muchísimas que no llegan a ser denunciadas. Nos parece que el tema ha tomado suficiente difusión 
pública y un conocimiento tal en la población, que disponer de esos servicios de atención redundaría 
en un beneficio sustancial. 


Otra dificultad que encontramos es la siguiente. Tenemos una serie de mecanismos 
funcionando, como el Consejo Nacional Consultivo y las Comisiones departamentales, y si bien la 
normativa establece que la representación de las instituciones debe darse al más alto nivel en esos 
organismos, muchas veces nos encontramos con que no ocurre así. Eso provoca, a veces, que no 
haya una participación sostenida de parte de las instituciones, y en otras ocasiones, que como las 


personas que llevan adelante esa representación no tienen la inserción jerárquica necesaria, luego el 
efecto en sus instituciones es muy débil. Por tanto, nos resulta difícil poder comprometer a las 
instituciones e incidir en su interna. Vinculado con esto, dentro de las actividades previstas en el plan 
nos encontramos con que las instituciones no realizan una asignación adecuada de recursos 
económicos y humanos como para poder llevar adelante las medidas que están comprometidas o para 
dar cabal cumplimiento al plan. Si bien es necesario y bueno un compromiso personal de los distintos 
funcionarios y funcionarias que se ven sensibilizados, si no contamos con el presupuesto necesario y 
con el personal suficiente, las medidas suelen ser escasas. 


Finalmente -aunque hay otros aspectos que podrían mencionarse- quería destacar que si 
bien este Consejo Consultivo, a través del Instituto Nacional de las Mujeres y del MIDES, cuenta con 
una Secretaría como instrumento de apoyo, todavía no tiene una asignación presupuestal propia que le 
permita funcionar de la mejor manera y, obviamente, necesita de esos recursos. 


Estas son algunas de las dificultades que encontramos y sobre las que nos parece que se 
podría contribuir para mejorar esta situación. 


SEÑORA BERAMENDI.- En esta primera ronda nos parecía importante plantear los desafíos que 
tenemos por delante, en la medida en que nos enfrentamos a la elaboración de un nuevo Plan. 


El Plan en curso culmina en el año 2010 y, por lo tanto, entendíamos, tal como ya lo señaló la 
señora Ponte, que era trascendente realizar este trabajo de revisión que hicimos con todo el Consejo. 
Es real que del inicio de la implementación del Plan al presente, hubo un avance sustantivo en 
muchísimas áreas pero, insisto, nos parecía que era bueno mostrarle al Parlamento nacional dónde 
encontramos algunos nudos que luego nos plantean en términos de desafío las acciones que creemos 
que hay que llevar adelante. Una de las acciones tiene que ver con la forma de desarrollar campañas 
de nivel sostenido. Los países que tienen respuestas más eficaces en relación a este tema plantean 
que un componente central es cómo se va construyendo desde lo cultural la idea de tolerancia cero al 
tema de la violencia y cómo desde los medios de comunicación hay una acción sostenida y 
permanente, pero que sería muy importante que estas campañas fueran consideradas de bien público 
y difundidas en forma gratuita. Hemos analizado lo que ha costado alguna campaña que hemos 
realizado y comparado con lo hecho por otras organizaciones sociales, y hemos constatado que estas 
han sostenido alguna campaña por determinado tiempo en los medios porque estos las habilitaron, 
aunque no con el alcance que ellas quisieran. Pero en el caso de las instituciones estatales, se les 
cobra a precio de mercado y es realmente costosísimo poder sostener una campaña de esta 
naturaleza. Por esta razón, pensamos que deberían ser consideradas como campañas de bien público 
e integrarse como cuestiones permanentes sin costo. 


También queremos señalar -con el respeto que tenemos por la autonomía de la enseñanza y 
de la Universidad de la República- que a nuestro juicio es necesario que exista una formación de 
carácter permanente en la Universidad a nivel de grado, postgrado y maestría. 


Otro desafío que tenemos hacia el futuro tiene que ver con la rehabilitación de los varones 
agresores. Si bien esto no está en el informe, quiero señalar que vamos por el segundo llamado a 
instituciones que estén dispuestas a llevar adelante este trabajo con los varones agresores. 
Lamentablemente, en Uruguay no existen instituciones capacitadas para desempeñar este trabajo, 
aunque sí podemos encontrar personas que se han formado en el exterior, así como también algunas 
experiencias realizadas en la Intendencia Municipal de Montevideo que intentaron dar una respuesta a 
este tema. Insisto en que no existen equipos para trabajar con los varones agresores. En este sentido, 
este año hicimos -ello figurará en el informe del año próximo- un esfuerzo muy grande para capacitar y 
formar a gente dispuesta a trabajar en esta temática. El encargado de esta capacitación es el señor 
Luis Bonino, una persona con mucha experiencia que en este momento se encuentra en España. 


Otro aspecto que quiero abordar es cómo garantizamos el acceso a la Justicia en todo el 
país. En Montevideo contamos con la posibilidad de tener estos Juzgados especializados en materia 
de violencia doméstica mientras que en el interior, si bien esta función la asumen los Juzgados, las 
personas que tratan esta temática no están especializadas en la materia. Para nosotros es central que 
exista una Justicia especializada en todo el territorio nacional. Hoy no queremos inmiscuirnos con la 


propuesta formal porque no nos corresponde, pero sí nos gustaría que existiera algún formato 
especializado en este tema y que se pudieran crear no solo Juzgados, sino equipos técnicos, fiscalías 
y defensorías de oficio en todo el territorio nacional. 


Dentro de los desafíos que nos hemos planteado, también hemos elegido uno que es muy 
importante: cómo garantizamos recursos acordes para la implementación efectiva de un tema de tal 
gravedad como este, que ocupa el segundo lugar después de los hurtos. En momentos en los que el 
Uruguay aparece sumamente preocupado por el tema de la inseguridad ciudadana, no debemos 
olvidar que, para las mujeres, la mayor inseguridad ciudadana está en sus propias casas. Creemos que 
esto también debe ser colocado en esta dimensión a la hora en que se destinan recursos para la lucha 
en este tema. Es una fuente de inseguridad permanente en la vida de las mujeres y, por lo tanto, 
debemos lograr que se integren al presupuesto de todos los organismos de manera desglosada los 
aspectos y compromisos que se tienen para la implementación del Plan. Hemos avanzado en definir 
los cometidos que cada organismo tiene que realizar en relación con este tema, pero la asignación de 
recursos específicos es un aspecto central. Y también se debe contemplar la asignación de recursos 
para las actividades de información, sensibilización, prevención, etcétera. 


Por otro lado, debemos destacar que se ha realizado un esfuerzo de articulación 
interinstitucional permanente. Creemos que se ha ido mejorando la respuesta en relación al tema de la 
violencia, pero hay que fortalecer muchísimo lo hecho y avanzar hacia cuestiones de carácter más 
ambicioso. Muchas veces decimos que, al igual que avanzamos tanto hacia el tema del Uruguay libre 
de humo de tabaco, algún día tendremos un Uruguay libre de violencia. De manera que las campañas 
y las políticas que se implementen deben pensarse con la idea de que hay que avanzar hacia un país 
libre de violencia doméstica. 


Por otra parte, en el informe hay una grilla donde cada uno de los organismos relató y detalló 
las actividades que realizó en relación con el combate a la violencia doméstica, pero creemos que esto 
debería quedar como parte integrada al proceso de la versión taquigráfica, en la medida en que no 
alcanzaría una sesión ni dos para explicar las actividades que los distintos organismos han venido 
realizando. 


También queremos compartir con los señores Senadores que cuando iniciamos este Plan, no 
se había previsto un presupuesto. Por lo tanto, lo que hubo fue una decisión de las instituciones 
públicas que están involucradas en cuanto a cómo ir adquiriendo presupuesto. Solamente la 
Intendencia Municipal de Montevideo tenía asignado un presupuesto, porque hace quince años que 
viene implementando políticas en esta materia; en el resto no había un solo peso asignado o 
identificado para este tema. El proceso de asignación de recursos comenzó en muchos organismos -y 
también en el caso del Instituto de las Mujeres- con recursos externos, y luego hemos ido integrando al 
Presupuesto Nacional un conjunto de acciones en esta materia. A esta altura, prácticamente el 65% de 
los recursos proviene del presupuesto genuino nacional y el resto proviene de la cooperación. Pero 
tenemos una cuestión muy importante hacia adelante, que es cómo sostener un presupuesto nacional 
claramente identificado, para que cuando vayamos, desde los organismos públicos y también desde el 
Parlamento, a rendir un estado de situación en relación a los compromisos internacionales, podamos 
decir que efectivamente se sostiene con recursos que el Uruguay ha definido, que son de carácter 
permanente para hacer sustentables estas políticas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Simplemente quiero puntualizar que hoy es un día muy especial, porque 
estamos casi terminando el Período legislativo y la Comisión tiene muy poca representación, pero es 
muy bueno que nos quede el informe escrito. Realmente, no es muy común que se nos haga una 
rendición de cuentas y un plan de trabajo, de manera que quiero reivindicarlo ante los varones de esta 
Comisión, porque incluso se señalan tareas para los que estén en las próximas Legislaturas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad lo que dice la señora Senadora. Creo que son muy valiosos los 
comentarios que nos han realizado, así como el material escrito que nos han aportado, y en otras 
circunstancias -porque estamos sobre el final del Período y con la urgencia de terminar la 
consideración de una serie de temas- seguramente habría mucho para repreguntar. De manera que les 
agradecemos por su presencia. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


